Comunicación para el CORREDOR DE LAS IDEAS.    RAQUEL GARCÍA BOUZAS.

CUANDO EL DEBATE TÉCNICO EN EDUCACIÓN SE TRANSFORMA EN DEBATE ÉTICO.
Un breve apunte, a modo de resumen, que sólo pretende comunicar algunas ideas sobre la relación entre democracia y educación en nuestro país.

En las últimas décadas el debate académico sobre temas relacionados con la educación ha sido particularmente débil en cuanto tiene que ver con el sentido democrático de las prácticas docentes y ha dejado un lugar preferencial a la discusión sobre cómo enseñar en un centro educativo bien ordenado. Las teorías sicológicas sobre el aprendizaje y  las sociológicas sobre las instituciones educativas y su buena organización influyeron en la presentación de nuevos perfiles del rol de cada uno, que se correspondieron incluso con nuevos vocabularios técnicos en que en general, se disminuyó el protagonismo del docente. Ya no era lo mismo mediar entre el conocimiento y el discente, que enseñar, y, aún, podía suceder que  se enseñara sin que otros aprendieran, por lo que había que cambiar el concepto de enseñanza por el de enseñanza-aprendizaje. El debate técnico sólo tenía sentido entre expertos especializados en disciplinas relacionadas con la sicología y la sociología, y los docentes ya no eran técnicos, sino funcionarios, a quienes había que decirles cómo se lograba que los alumnos aprendieran en un centro que funcionara con eficiencia en la disposición de  sus recursos materiales y humanos.
El debate técnico en realidad no existió como debate público. Ni siquiera apareció como un debate corporativo, porque los docentes no tuvieron espacios en los que se pudieran contrastar sus experiencias orientadas por teorías que les resultaban inquietantes e innovadoras en el papel.
Como la evaluación pasó a ser una compulsión que obligó a medir todo esfuerzo del docente y del alumno, tampoco era posible enfrentar cualquier desafío que pudiera llevar al fracaso o la ineficiencia Era necesario demostrar que existían “logros comprobables”. ¿Y quién podría hacerlo?

El vínculo entre educación y democracia, que incluye la idea de la educación para la democracia, se asumió desde distintos ángulos, teniéndose en cuenta el objetivo de continencia de los niños y los jóvenes marginados , su asistencia en las necesidades de emergencia social  y sus dificultades de aprendizaje, fruto de su “escaso capital cultural familiar”, que serían resueltas como cuestiones técnicas, mediante diagnósticos e intervenciones adecuadas.
La implicación de valores y finalidades de la educación quedó contenida en estos objetivos, sin que apareciera , a pesar de la difusión de las concepciones hermenéuticas, un espacio para el debate sobre el significado social de las prácticas educativas. No obstante toda la bibliografía que ha llegado al país en las últimas décadas, el debate técnico en educación no ha alcanzado a los medios de comunicación. No existen espacios en los medios de difusión masivos para la discusión sobre los temas vinculados a la pedagogía. Ha habido y hay, en cambio, muchos espacios para que los sociólogos, los economistas y los politólogos hablen de educación y democracia. En general, el ciudadano interesado puede conocer opiniones técnicas sobre salud, economía, teoría política, y tiene la oportunidad de presenciar algunos debates y discusiones sobre esos temas. No recuerdo que haya habido últimamente ninguna oportunidad de oír opiniones fundadas sobre pedagogía, ni explicaciones técnicas sobre las discrepancias entre la administración educativa y los docentes. Todo se reduce entonces a planeamiento y proyección presupuestal de la educación, a rendir cuentas sobre las inversiones y a medir los rendimientos del retorno. Todo se demuestra cuantitativamente, y el éxito escolar se mide por el índice de repetición. ¿De qué ha valido entonces toda la bibliografía leída y enseñada sobre la comprensión, explicación y crítica de los procesos educativos?
El debate técnico sobre educación no sólo no ha llegado al espacio público de los ciudadanos, sino que, en realidad, no existió, ni parece que hubiera mucho interés en iniciarlo desde la Administración, (que por algo se llama así en nuestra ley de educación).  Es como si se requirieran para ello de certezas y no incertidumbres, es como si el debate debiera servir para explicar y justificar la eficiencia de las acciones administrativas, dejando claro que se sabe qué enseñar y cómo enseñar, aunque los docentes sean sumamente concientes de su impotencia, ya que enseñar requiere cambiar una realidad que no depende causalmente de ninguna institución educativa. Es así como la supuesta reforma perdió el fundamento democrático de la participación y la discrepancia y quedó encerrada en los límites de la reforma administrativa, y como las decisiones administrativas son esencialmente burocráticas concentró su poder en el pequeño círculo de las jerarquías funcionales mientras las decisiones técnico pedagógicas, como es de suponer, quedaron en el ámbito de la realidad del aula dependiendo de la capacidad y dedicación del docente. ¿Cuánto tiempo transcurrió para que esta jerarquía reconociera que uno de los problemas centrales era la formación y remuneración de los docentes?
¿Cuánto tiempo transcurrirá para que se reconozca que hubo una intencionalidad sospechosa de ideología autoritaria en el  desconocimiento del rol docente imprescindible en todo cambio educativo? ¿Por qué será que no aparece la pedagogía en el discurso reformista cuyo fundamento tecnocrático-sociológico descalifica como corporativas las discrepancias planteadas por la mayoría de los docentes?  
Ha llegado la hora de plantear desde la sociedad civil el debate ético sobre educación. El punto de vista ético puede ayudar a aclarar aquello que la tecnología de los expertos ha ocultado: la injusticia implícita en la institución educativa, no sólo en sus prácticas sino también en sus teorías, la incoherencia entre los supuestos fundamentos de la democracia y la propuesta y el funcionamiento de la administración educativa. Habría que considerar entonces qué relación existe entre extensión de la libertad, determinación de las igualdades democráticas imprescindibles, derechos reconocidos y gozados y prácticas institucionales en este ámbito.
Si comenzamos poniendo en consideración la extensión de la libertad, y asumimos la idea de la educación liberadora, (el conocimiento es poder, se dice) reflexionaremos sobre  abandonados asuntos, como el de la emancipación de los jóvenes. El término mismo ha dejado de tener sentido. Ha sido rechazado por algunos autores reconocidos, y por variados motivos.
Pero, sobre todo, porque se ha aplicado el término en el sentido ideológico de crítica a la situación de injusticia social existente. Reconocer las situaciones injustas es una forma de aprender, y de admitir un reflejo sesentista inadmisible para una concepción de justicia neutral que considera al conocimiento como instrumento para adaptarse al contexto social con el éxito derivado de las decisiones racionales más adecuadas.
Por el contrario, la relación entre extensión de la libertad y educación se ha ido reduciendo al problema que afecta mayoritariamente a la población de los países ricos: lograr el mejor empleo posible. La libertad medida como libertad de acción para decidir la mayor satisfacción de las necesidades personales.
La libertad como forma de construcción del criterio propio queda bastante limitada a la condición necesaria para no cometer errores y lograr mayores niveles de eficiencia en la elección racional.

La libertad, como independencia frente al docente, es considerada fruto de la escisión del campo del conocimiento con respecto al de los valores. Puede compartirse en el aula la información y la instrucción , legitimada por la condición de superioridad académica del docente, pero no interesa la posibilidad de un eventual enfrentamiento en una crítica de valores, ya que la laicidad sirve como principio justificador de toda omisión en esos asuntos, propios de la intimidad de cada uno.

El criterio autónomo no se forma, sin embargo, en soledad, sino en la confrontación, como lo ha señalado reiteradamente S.Mill. Por ese camino iría la democracia, pero por ahora, está vedado para la educación. No me refiero, obviamente, a enseñar valores, lo que puede incluirse curricularmente, sino a vivir compartiendo valores puestos a prueba, que es otra cosa.
Con respecto a la igualdad, hay dos consignas que repetidamente sirven de fundamento a las más variadas disposiciones administrativas: la igualdad de oportunidades y la desigualdad proveniente de la ambigua afirmación de que debe tratarse          igual a los iguales y desigual a los desiguales, legitimada nada menos que con su origen aristotélico, (aunque estaba lejos del pensamiento del autor la idea de que los hombres fueran iguales entre sí ), sin tenerse en cuenta que la igualdad o la desigualdad  están constituídas socialmente, por medio de normas o reglas. Una justicia orientada por el objetivo de la compensación de las carencias de los desiguales, es decir, de lo que les falta para ser iguales, es más que una práctica compensatoria y debería ser una demanda y una denuncia del mal funcionamiento del sistema distributivo. La igualdad de oportunidades educativas no persigue ese objetivo, es sólo un slogan que pretende encubrir la incidencia que los méritos del nacimiento tienen en el éxito que algunos logran en la vida, y no puede compensar realmente las diferencias de oportunidades, radicalmente diferentes, aunque pueda disminuirlas, favoreciendo cierto grado de ascenso social.
A tal extremo llega la confusión en cuanto a la potencialidad de la educación en el cambio social, que se manifiesta públicamente que se ha producido una “democratización” de la educación pública, especialmente de la del nivel medio, por el hecho de que se han multiplicado los centros educativos y se ha aumentado la matrícula. Es el colmo de la confusión el afirmar que en el pasado sólo la clase media alta y la alta llegaba a culminar los estudios secundarios. Se trata de un desconocimiento demasiado grueso de la información histórica más elemental, y del testimonio de muchos que aún pueden recordar que en una época hubo una clase trabajadora en este país, una clase media media, cuyos hijos podían asistir al liceo y a los estudios técnicos profesionales, y que también pueden demostrar, con su propia formación, que aún cuando no asistieran a las clases secundarias, sabían expresarse correctamente por escrito, conocían los procedimientos de cálculo y no cometían las faltas de ortografía que hoy producen habitualmente los estudiantes universitarios. Las autoridades educativas han admitido el fracaso en el aprendizaje de estas habilidades mínimas en muchísimos estudiantes.

¿Ha habido entonces un proceso de democratización? 
Las confusiones no se dan porque sí. Las presentaciones discursivas aparentemente racionales pueden ser profundamente irracionales cuando pretenden ocultar lo que no puede dejar de verse por los ojos de aquellos que no dominan la teoría social y mucho menos se atreven a hacer proyecciones sobre el proceso de democratización cumplido y su ampliación hacia el futuro. ¿Qué padre podría dejar de pensar que sería mejor que su hijo comiera en su mesa familiar y que fuera a una escuela en que el nivel de exigencia y formación fuera el de nuestra escuela pública de algunas décadas atrás?
Por eso, algunos piensan que hay que olvidar el pasado, no ver lo que hemos perdido y hacer como si fuera todo mejor, en un supuesto proceso de democratización basado en prospectivas y proyecciones estadísticas que anuncian beneficios presentados como procesos de inclusión social. Los pobres son pobres fundamentalmente porque no tienen trabajo, aunque sus hijos puedan ir a la escuela (y no es cierto que puedan acceder al liceo, y mucho menos completarlo, ya que la deserción es un hecho indiscutible)  y a cualquier padre de familia que en su mayoría ha perdido lo que tenía: trabajo, casa, planes de futuro, se le ocurre pensar que cualquier cambio de esa situación pasa por un proceso de recuperación.
Recuperar la educación pública es un primer paso, mejorarla puede estar en la prospectiva técnica cuando los docentes también recuperen su condición profesional, intelectual en teoría y práctica. Probablemente muchos de los noveles expertos en educación  considerarían que esto es estar en el pasado, defenderse de los cambios, provocar crispaciones y discordias, etc. y que hay que esperar que se pueda “atar el crecimiento del PBI al crecimiento gradual pero sistemático de inversión pública educativa” .Una madre de familia enfrentada cada día a las dificultades para llevar adelante la formación de sus hijos podría contestar, sin ninguna tesis fundacional, que no habrá ningún cambio en la educación si no entra más dinero a los hogares, y que el futuro de sus hijos dependerá de que la educación que reciben realmente pueda dar alguna ventaja en el mercado de trabajo, y esto está por verse, si es que depende del crecimiento del PBI y no de cambios en la política distributiva.

Por otra parte, en la situación de emergencia social en que nos encontramos, no podríamos plantearle a esta madre que tuviera en cuenta otros objetivos de la educación, como la formación del ciudadano con criterio autónomo, por ejemplo, porque ello resultaría totalmente fuera del contexto de la vida real, marcada por la insatisfacción de las necesidades materiales mínimas, que condiciona la posibilidad del goce de la mayoría de las libertades formales. 

